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Pereira, abril veinticinco (25) de dos mil diecisiete (2017)             


Acta No. 208 del 25 de abril de 2017


Expediente No. 66001-31-03-005-2017-00020-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el apoderado de los señores Hermes Antonio Arenas Gordons y Rosa Elvia Betancur Rojas, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, el 27 de febrero último, en la acción de tutela que los recurrentes instauraron contra el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira, a la que fue vinculada la señora Luz Amparo López.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado de los accionantes los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 La señora Luz Amparo López formuló demanda de restitución de local comercial arrendado en contra del señor Hermes Antonio Arenas Gordons y otras personas, con sustento en una supuesta mora en el pago del canon de arrendamiento.

1.2 El Juzgado Cuarto Civil Municipal, que conoció del proceso, profirió sentencia mediante la cual decidió declarar terminado el contrato de arrendamiento suscrito por las partes. 

1.3 Dicho fallo no reúne los requisitos del artículo 279 del Código General del Proceso ya que la fecha en que se expidió, 24 de noviembre de 2017, es contraria a la realidad y el segundo párrafo del acápite de la actuación judicial carece de coherencia con lo verdaderamente acaecido en el trámite, ya que no es cierto que “mi poderdante se haya conferido poder para representarme el (sic) mismo. Mi mandante, actúa como demandado, y no se nombró… como apoderado”. Además, esa providencia fue “mal pronunciada, llena de errores desalojar (sic) el inquilino” y es injusta ya que se demostró el pago de los cánones que temerariamente asegura la demandante le adeudan y con lo cual se pretende desalojarlo de un local comercial que ocupa hace más de dieciocho años.  
1.4 De igual forma en la actuación se incurrió en otra irregularidad al dejar de vincular a la señora Rosa Elvia Betancur Rojas, persona que figura como deudora solidaria en el contrato de arrendamiento y por tanto se le ha debido garantizar su derecho de defensa, ya que el fallo tiene efectos vinculantes frente a ella y le causa un detrimento patrimonial.  
1.5 El apoderado del señor Hermes Antonio dejó vencer los términos para ejercer su derecho de defensa, pero si se hubiera notificado a la señora Rosa Elvia se habría podido, por su intermedio, controvertir la demanda e incorporar la prueba del pago de los cánones.

1.6 Los demandantes no tienen otro medio de defensa diferente a la acción de amparo ya que la decisión cuestionada se dictó en proceso de única instancia.

2. Considera lesionados los derechos de defensa y al debido proceso. Para su protección, solicita: a) se deje sin efecto la sentencia proferida por el juzgado accionado y b) se decrete la nulidad de lo actuado desde el auto que admitió la demanda y se proceda a notificar en legal forma a la señora Rosa Elvia Betancur Rojas.  
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto de 17 de febrero último se admitió la demanda y se ordenó vincular a la señora Luz Amparo López.
2. La titular del despacho accionado guardó silencio y quien dijo ser apoderado judicial de la vinculada se pronunció, pero dejó de aportar el poder que le fuera conferido para intervenir en representación de dicha señora, y por ende, sus argumentos no serán apreciados.

3. Mediante sentencia de 8 de febrero pasado la funcionaria de primera instancia declaró improcedente el amparo solicitado.
Para decidir así, estimó, luego de citar jurisprudencia que consideró aplicable al caso, que no se configuró irregularidad alguna por la falta de vinculación de la señora Rosa Elvia Betancur Rojas, pues esa circunstancia no afecta la sentencia que definió de fondo el asunto, como quiera que ella únicamente tiene la calidad de deudora solidaria dentro del contrato de arrendamiento y por ese motivo, en su contra, la arrendadora solo puede efectuar, de considerarlo pertinente, el cobro de los dineros adeudados.
En relación con los hechos que vinculan al señor Hermes Antonio Arenas Gordons, argumentó que este se notificó del auto admisorio de la demanda por conducta concluyente, a través de su apoderado, y por lo tanto, tuvo la posibilidad de recurrir el auto admisorio de la demanda y de ejercer su derecho de defensa dentro del término de traslado, oportunidades que al haber desaprovechado, llevó al juzgado a proferir el fallo atacado, hecho que reconoce el accionante, quien pretende justificarse en la circunstancia de que el apoderado fue quien dejó vencer los términos para contestar la demanda, pero de tal conducta no resulta responsable el funcionario accionado, ni puede ser subsanada aquella omisión por este medio especial de protección.
Respecto de las demás anomalías alegadas por la parte actora, concluyó que el error en la fecha de expedición de la sentencia, que por demás fue corregido, no constituyó obstáculo para que esa decisión se notificara de forma adecuada. Así mismo, es inexistente la supuesta imprecisión en uno de sus acápites y si en gracia de discusión se aceptase su ocurrencia, ello no configura defecto alguno por incorrecta motivación.
4. Inconforme con el fallo, el apoderado de los demandantes, lo impugnó. Alega que la funcionaria de primera instancia le restó importancia al equívoco cometido en la fecha de la sentencia a pesar de que ello constituye una conducta grave, que se encuentra tipifica como falsedad ideológica en documento público en el Código Penal, sin que ese error se puede enmendar “con la notificación por estado, cuando son providencias que tienen funciones y regulación jurídica diferente”; a pesar de que la sentencia dictada por el juzgado accionado no reúne los requisitos de los artículos 279, 280 y 281 del Código General del Proceso, en la sentencia impugnada se encontró “conforme, porque no afectó la decisión de fondo, lo que es un error” pues “la sentencia no se puede tomar por partes aisladas” y como tal debe cumplir los presupuestos formales y legales.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar, en primer lugar, si en este caso procede la tutela contra la sentencia por medio de la cual el juzgado accionado accedió a las pretensiones de la demanda de restitución de local comercial arrendado, interpuesta contra el señor Hermes Antonio Arenas Gondons y si en esa providencia se incurrió en defecto de tal naturaleza, que justifique conceder el amparo reclamado.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

En relación con el segundo de tales presupuestos generales, para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa con que contaba en el propio proceso. Por lo tanto, debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal. Así lo ha explicado la jurisprudencia de la Corte Constitucional
:

“El tercer inciso del artículo 86 constitucional establece que la tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. A partir de esto, se ha dicho que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, en la medida que su procedencia se encuentra sometida al agotamiento de los medios ordinarios y extraordinarios de defensa con los que cuenta el accionante o a la demostración de su inexistencia.

 

Dentro de la misma línea, la Corte ha señalado que la acción de tutela es también complementaria de los procedimientos ordinarios, ya que es, en esencia, un mecanismo judicial de origen constitucional de evidente carácter residual que está previsto para asegurar la tutela efectiva y sustancial de los derechos constitucionales fundamentales, y, por ello, sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial.

 

Este principio reafirma que la acción de tutela exige el agotamiento del medio ordinario de defensa, pues ésta acción no fue pensada ni diseñada para suplir los procedimientos ordinarios ni mucho menos para enmendar los errores o descuidos de las partes en el proceso. Dentro de esa comprensión: “la Corte ha sostenido, de manera reiterada, que la acción de tutela es improcedente cuando con ella se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa que, por negligencia, descuido o incuria de quien solicita el amparo constitucional, no fueron utilizados a su debido tiempo
”
 

En igual sentido, la Corte Constitucional, en sentencia T-753 de 2006 señaló que:

 

“Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, se ha sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional. Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos judiciales ordinarios son verdaderas herramientas de protección de los derechos fundamentales, por lo que deben usarse oportunamente para garantizar su vigencia, so pena de convertir en improcedente el mecanismo subsidiario que ofrece el artículo 86 superior.”
No es posible por tanto acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo, se repite, cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable.

4. Las pruebas recogidas en el proceso y la inspección judicial realizada en primera instancia
, acreditan los siguientes hechos:

4.1 La señora Luz Amparo López, por intermedio de apoderado judicial, formuló demanda contra el señor Hermes Antonio Arenas Gordons, tendiente a obtener la restitución de un inmueble que le entregó en arrendamiento, cuyo conocimiento correspondió al juzgado accionado. 
4.2 Por auto de 9 de junio de 2016 se admitió el libelo y se advirtió al demandado que para poder ser oído debía pagar los cánones de arrendamiento adeudados, así como los que se llegaren a causar. 
4.3 El citado señor otorgó poder a abogado para que lo representara en el proceso, documento que fue recibido en el despacho accionado el 22 de julio siguiente
. 
4.4 En proveído del 28 de ese mismo mes, se tuvo al demandado notificado por conducta concluyente, se reconoció personería jurídica a su apoderado y se le advirtió que a partir del día siguiente a la notificación de ese auto, comienzan a correr los tres días con que contaba para retirar las copias de la demanda, vencidos los cuales, empezarían a contarse los diez días de que dispone para contestar la demanda
. Término que venció en silencio, tal como se deduce de los hechos de la acción de amparo y del contenido del fallo que a continuación se detalla.
4.5 Por sentencia de 24 de noviembre de 2017 (sic) el funcionario accionado declaró terminado el contrato de arrendamiento suscrito entre las partes y ordenó la restitución del bien inmueble.
Para así decidir, expresó que en este caso existe prueba de la relación contractual entre los señores Luz Amparo López y Hermes Antonio Arenas Gordons. Además, que este último dejó de formular oposición contra la demanda, en consecuencia, de conformidad con los artículo 384 y siguientes del Código General del Proceso, aceptó el incumplimiento en el pago de los cánones de arrendamiento que le atribuyó la parte actora.
En los antecedentes de esa providencia se consignó que “El ejecutado presentó escrito por medio del cual confirió poder al Dr. Hermes Antonio Arenas Gordons (sic), mediante providencia notificada por estado… se reconoció personería al aludido abogado y se tuvo notificado por conducta concluyente al demandado, en que (sic) además se advirtió el término con que contaba para el ejercicio de conductas procesales, término que transcurrió de manera pacífica” 
.

4.6 La anterior decisión fue notificada por estado del 25 de enero de este año
.
4.7 En constancia secretarial, sin fecha, se expresó que “revisada la sentencia de fecha 24 de enero de 2017, la fecha del encabezado se encuentra plasmada 24 de noviembre de 2017, siendo que se notificó por estados el 25 de enero de 2017, por lo que se evidencia un error humano, en el sentido que se plasmó de manera errónea la fecha de la sentencia siendo la verdadera la fecha 24 de enero de 2017”
. 

4.8 El 1º de febrero de este año los accionantes, por intermedio de apoderado, propusieron incidente de nulidad contra la citada sentencia porque: a) el segundo párrafo del acápite de actuación judicial carece de concordancia con lo que realmente ocurrió en el proceso ya que no es cierto que “mi poderdante se haya conferido poder para representarme el (sic) mismo”, razón por la cual no se le puede tener por notificado por conducta concluyente; b) la señora Rosa Elvia Betancur Rojas ha debido ser vinculada al proceso, ya que el fallo tiene efectos vinculantes sobre ella y c) para poder ser oídos en el proceso y para demostrar que han pagado los cánones de arrendamiento aportaron copia de los recibidos respectivos
.  
4.9 Mediante proveído de 13 de febrero último rechazó de plano la nulidad alegada en razón a que las circunstancias de hecho alegadas por los solicitantes no se encuadran en las causales de nulidad previstas en el artículo 133 del Código General del Proceso. En relación con los demás reproches, estos han debido manifestarse dentro del traslado de la demanda, a lo cual no se procedió
.   
5. Surge de lo anterior que el señor Hermes Antonio Arenas Gordons no empleó los medios ordinarios de protección con que contaba en el proceso para obtener lo que pretende sea decidido por vía de tutela. 
En efecto, si consideraba que no había incurrido en la causal de mora en el pago de cánones, en que se sustentó la demanda de restitución de inmueble arrendado, y que la señora Rosa Elvia Betancur Rojas debía ser llamada a integrar el contradictorio, ha debido contestar la demanda y proponer las excepciones correspondientes, sin embargo, dejó vencer en silencio el término de traslado con que contaba para ese efecto.

En esas condiciones, resulta claro que se halla ausente el segundo de los presupuestos generales para que proceda el amparo contra providencias judiciales, de conformidad con la jurisprudencia que atrás se transcribió.

Y es que el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que han debido ser resueltas en el propio proceso, escenario adecuado previsto por el legislador para ello, por los funcionarios competentes y que no lo fueron por negligencia o descuido de las partes; tampoco replantear una situación que ya se valoró, interpretó y definió por la jurisdicción ordinaria, ni dar a la tutela connotación de un recurso frente a decisiones que se encuentran en firme.

En conclusión, como no es posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta posible emplearla como medio alternativo de los mecanismos ordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para suplir la negligencia del interesado a la hora de emplearlos, el amparo solicitado resulta improcedente y así se declarará.

6. Demuestran también las pruebas arriba descritas que la señora Rosa Elvia Betancur Rojas no intervino como parte en el proceso en el que encuentra lesionados sus derechos y por tal razón las decisiones que en su interior se han producido no pueden afectarla.

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“… Estima la Sala que para considerar que una providencia judicial ha vulnerado un derecho fundamental, es necesario que se demuestre que la autoridad judicial ha actuado de forma tal, que no permitió a los afectados con su decisión, hacerse parte dentro del proceso, o que una vez en éste, incurrió en algunas de las causales previstas para que la acción de tutela proceda contra providencias judiciales. Una persona que no ha intervenido dentro de un proceso judicial, y que no actúa como agente oficioso o como apoderado de quien sí lo ha hecho, no podría alegar una vulneración de sus derechos fundamentales como consecuencia de la decisión tomada por la autoridad judicial…”
. 
Esa misma línea de pensamiento la sigue la Corte Suprema de Justicia, que ha expresado:

“4.1. Sólo está facultado para promover el resguardo constitucional quien le vulneren o amenacen sus derechos fundamentales, tal como lo prevé el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991. Así, entonces, cuando se censuran decisiones de los jueces, es claro que están legitimados para pedir protección únicamente los contendientes en la litis cuestionada o terceros que hayan intervenido, pero circunscrito a los aspectos de dicha participación.

Sobre el particular esta Corporación ha expuesto: 

«De otro lado, frente a la solicitud del otro accionante…, ha de verse que él no tiene legitimación en la causa, por cuanto no es parte en el proceso ejecutivo hipotecario objeto de reparo constitucional. Efectivamente, el accionante no ostenta legitimación para promover, frente a la actuación de los funcionarios accionados, el referido mecanismo constitucional, por la simple razón de que en el indicado trámite judicial se libró orden de pago frente a… y no respecto de él. Así, que cualquier actuación derivada de aquéllas diligencias, cuando se sometan a examen en el escenario de la tutela, por considerar que se vulneró el derecho fundamental al debido proceso, ha de ser impetrada por quienes allí participaron como parte y en lo que atañe al extremo demandado, por la persona que ostenta esa condición, más no por terceros ajenos a esa relación jurídico procesal» (ST CSJ, 12 jul. 2011, Rad. 01342-00, reiterada el 25 abr. 2013, Rad. 00036-01).

En el sub-lite, Rubén Darío Unirrago Rivera no posee la condición de parte o tercero que le permita, de un lado, discutir en sede de tutela que no fue vinculado al proceso, y además, solicitar la suspensión de la inspección judicial que estaba prevista para el 10 de julio pasado y la que se aplazó para el próximo 28 de este mes y año. La mera circunstancia de ser ocupante del bien disputado, no le confiere ninguna calidad especial que le dé la facultad de controvertir aquí aspectos que no le conciernen.”

 
Puede entonces concluirse que la citada accionante carece de legitimación en la causa, para controvertir decisiones adoptadas en el proceso judicial en el cual no ha intervenido y por tal razón la tutela por ella promovida resulta improcedente.

9. Igual determinación debe adoptarse respecto a las demás irregularidades señaladas en la demanda y que fueron reiteradas en el recurso de impugnación, relacionadas con el error respecto de la fecha en que se dictó la sentencia en el proceso tantas veces referido y con el hecho de haber confundido al actor con su apoderado, toda vez que estas anomalías procesales carecen de efecto decisivo en la determinación objeto del amparo, presupuesto necesario para la procedencia de la tutela contra providencia judicial, de acuerdo con el numeral cuatro de la primera jurisprudencia arriba citada.  

Lo anterior porque así se hubiera anotado en la sentencia que definió el mencionado proceso, su fecha correcta de expedición y el nombre preciso del abogado al que el accionante otorgó poder, ello en nada afectaría la definición de fondo del asunto y por tales motivos los yerros anotados no justifican la intervención del juez de tutela.
8. De acuerdo con todo lo anterior, se confirmará la sentencia impugnada.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, el pasado 27 de febrero, en la acción de tutela que los señores Hermes Antonio Arenas Gordons y Rosa Elvia Betancur Rojas promovieron contra el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira, a la que fue vinculada la señora Luz Amparo López.
(Continúa parte resolutiva de sentencia de segunda instancia proferida en la tutela radicada 66001-31-03-005-2017-00020-01)

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




(Con aclaración de voto)
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